SENTENCIA DE TUTELA 2ªINSTANCIA N°123
RADICACIÓN:  66001318700420170006901
ACCIONANTE:     LUZ AMPARO JARAMILLO 
CONFIRMA


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 09 de noviembre de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma amparo
Radicación Nro. :

66001318700420170006901

Accionante: 
 LUZ AMPARO JARAMILLO DE MARÍN
Accionado:
 FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO 
Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [C]onforme lo disponen los artículos 2 y 3 del Decreto 2831 de 2005, la radicación de las reclamaciones prestacionales deberá efectuarse ante la Secretaría de Educación a la que se encuentra afiliado el docente y esta debe elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aquiescencia, todo ello dentro de los quince (15) días siguientes a su recibo. De lo anterior se establece, que la obligada en principio a dar respuesta a la petición elevada por el accionante, no es otra diferente a la Secretaría de Educación, pero aun así es evidente que también se requiere el aporte conjunto de la FIDUPREVISORA para que la solicitud del docente sea efectivamente resuelta, pues la normativa también le otorga a ésta un término de quince días hábiles una vez recibido el proyecto de acto administrativo, para impartirle aprobación o esgrimir las razones para no hacerlo. Es claro que para efectos de resolver las reclamaciones de índole prestacional del docente, se hace indispensable la participación de las dos entidades acá accionadas, ya que mientras no exista el proyecto de reconocimiento por parte de la Secretaría no puede proceder la fiduciaria a impartirle o no su aprobación, y hasta que ésta realice el estudio pertinente, podrá la Secretaría elaborar el acto administrativo para su posterior pago.

                          REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                         PEREIRA-RISARALDA 
[image: image1.png]


                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, nueve (9) de noviembre de dos mil diecisiete (2017)
                                                                       Acta de Aprobación N°1214
                                                       Hora: 2:30 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por la FIDUPREVISORA, en su condición de vocera y representante del Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, contra la sentencia proferida por el Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela presentada por la ciudadana LUZ AMPARO JARAMILLO DE MARÍN mediante apoderado judicial.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora JARAMILLO DE MARÍN, por intermedio de su abogado, se pueden sintetizar así: (i) en noviembre 29 de 2016 presentó derecho de petición ante el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio/Secretaría de Educación del Risaralda, por medio de la cual solicitó el cumplimiento del fallo emitido a su favor; y (ii) han transcurrido más de nueve meses sin que se le dé respuesta a su solicitud. 
Reclama por tanto se proteja el derecho fundamental de petición que estima vulnerado, y se ordene a la accionada contestar su requerimiento dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- La actuación correspondió por reparto al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, despacho que admitió la demanda, corrió traslado al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio representado por la FIDUPREVISORA, y posteriormente vinculó a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda. Ninguna de las dos entidades se pronunció al respecto.
3.2- Dentro del término constitucional y legal (septiembre 12 de 2017) el juzgado de instancia profirió sentencia en la que tuteló el derecho fundamental de petición de la señora LUZ AMPARO JARAMILLO DE MARÍN, y ordenó al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación entregaran una respuesta concreta y de fondo a la petición incoada por la accionante en noviembre 29 de 2016.
4.- IMPUGNACIÓN

La FIDUPREVISORA S.A. se mostró inconforme con lo resuelto e impugnó la decisión. Al efecto argumentó:

Esa entidad como vocera y administradora del patrimonio autónomo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio no ha vulnerado los derechos fundamentales del accionante, toda vez que la petición se realizó ante la Secretaría de Educación de Risaralda.

La FIDUPREVISORA y la Secretaría de Educación de Risaralda son dos entidades administrativas distintas que cumplen sus funciones de acuerdo a lo establecido en el orden legal y constitucional, y por ello no puede confundirse la naturaleza jurídica de ambas.
La acción de tutela no está llamada a prosperar cuando el accionante cuente con otro mecanismo de defensa judicial ante la jurisdicción ordinaria para la protección de derechos derivados del pago o reconocimiento de acreencias laborales o prestaciones, y solo puede utilizarse como mecanismo transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable cuando se vean afectados derechos fundamentales como el mínimo vital o la vida en condiciones dignas, lo cual debe demostrarse siquiera sumariamente en la demanda, por lo que en el caso concreto no se cumple con ese requisito de procedencia fijado por la jurisprudencia constitucional.

No nos encontramos frente a la vulneración del derecho de petición, sino frente a un trámite administrativo que tiene como finalidad una solicitud de reconocimiento prestacional cuyo reconocimiento se encuentra regulado por el Decreto 2831/05.
Asegura que no puede endilgarse responsabilidad alguna a la FIDUPREVISORA ya que tanto el ordenamiento jurídico -artículo 2 del Decreto 2831/05- como la jurisprudencia -sentencia SU 014/02- han precisado que los derechos de los docentes deben ser radicados y respondidos por el ente territorial correspondiente. Adicionalmente, la Secretaría de Educación no trasladó el derecho de petición  sino que remitió el proyecto de acto administrativo para que esa entidad lo estudie de conformidad con lo establecido por el Decreto 2831/05.
De acuerdo con lo expuesto, solicita se revoque la determinación adoptada en lo que atañe a esa entidad, por no haber incurrido en vulneración de derecho alguno y no encontrase legitimada en la causa por pasiva. Así mismo, pide se inste a la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda a que realice los trámites correspondientes en aras de contestar la petición elevada por la accionante.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas de esta ciudad esta ciudad, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por la señora LUZ AMPARO JARAMILLO DE MARÍN. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso la señora LUZ AMPARO JARAMILLO concurre ante el juez constitucional por medio de apoderado judicial, con el fin de lograr la protección del derecho fundamental de petición que considera vulnerado por el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio/Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, al no haber dado respuesta de fondo a la solicitud elevada por ella en noviembre 29 de 2016.
Como así lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que responda de manera negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto pro4puesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 
Frente a este tópico, existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

La Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En asunto objeto de estudio se advierte que razón le asistió a la ciudadana LUZ AMPARO JARAMILLO DE MARÍN al instaurar la acción de tutela porque en efecto a pesar de haber elevado derecho de petición desde noviembre 29 de 2016, no ha recibido respuesta alguna por parte de la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda. 
Ante esa omisión y al no haberse emitido pronunciamiento alguno dentro del trámite tutelar ni por parte de la Secretaría de Educación citada ni de la FIDUPREVISORA en representación del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, el fallador tuvo por ciertos los hechos narrados por la accionante, y determinó que debía ampararse el derecho de petición de la señora LUZ AMPARO, en consecuencia dio la orden a ambas entidades para que dentro del término de 48 horas siguientes a la notificación emitieran una respuesta de fondo y concreta frente al derecho de petición elevado.
Por parte de la FIDUPREVISORA se mostró inconformidad con lo resuelto, toda vez que asegura que el derecho de petición no fue radicado ante esa entidad ni tampoco se le corrió traslado del mismo, y en todo caso de acuerdo con lo consagrado en el artículo 2 del Decreto 2831/05 las solicitudes de los docentes deben ser radicadas y respondidas por el ente territorial correspondiente. Adicionalmente, considera que aquí no nos encontramos frente a la vulneración del derecho de petición, sino que se trata de una solicitud prestacional cuyo trámite se encuentra regido por el Decreto 2831 de 2005.

Lo primero que debe aclarar la Corporación es que si bien la petición versa sobre lo atinente al cumplimiento de un fallo que hizo un reconocimiento prestacional, en ningún momento esa circunstancia permite que se incumplan los términos legales para que haya un pronunciamiento claro, concreto y de fondo frente a lo pedido, y mucho menos permite aseverar que no se encuentra en juego la vulneración de esa garantía fundamental, porque independientemente de lo solicitado, todos los ciudadanos tienen derecho a elevar requerimientos respetuosos y los mismos deben ser resueltos de manera oportuna, lo cual en este evento no ha ocurrido.
Al respecto debe decir la Sala que conforme lo disponen los artículos 2 y 3 del Decreto 2831 de 2005, la radicación de las reclamaciones prestacionales deberá efectuarse ante la Secretaría de Educación a la que se encuentra afiliado el docente y esta debe elaborar y remitir el proyecto de acto administrativo de reconocimiento a la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio para su aquiescencia, todo ello dentro de los quince (15) días siguientes a su recibo.
De lo anterior se establece, que la obligada en principio a dar respuesta a la petición elevada por el accionante, no es otra diferente a la Secretaría de Educación, pero aun así es evidente que también se requiere el aporte conjunto de la FIDUPREVISORA para que la solicitud del docente sea efectivamente resuelta, pues la normativa también le otorga a ésta un término de quince días hábiles una vez recibido el proyecto de acto administrativo, para impartirle aprobación o esgrimir las razones para no hacerlo.

Es claro que para efectos de resolver las reclamaciones de índole prestacional del docente, se hace indispensable la participación de las dos entidades acá accionadas, ya que mientras no exista el proyecto de reconocimiento por parte de la Secretaría no puede proceder la fiduciaria a impartirle o no su aprobación, y hasta que ésta realice el estudio pertinente, podrá la Secretaría elaborar el acto administrativo para su posterior pago.

De acuerdo con lo señalado por la FIDUPREVISORA en la impugnación, la Secretaría de Educación de Risaralda ya envió el citado proyecto, luego entonces esa entidad debe proceder a efectuar el estudio correspondiente, y al respecto nada indicó no obstante que ha transcurrido con creces el término legal establecido para ello, por lo que su falta de diligencia en ese sentido impide que se dé una respuesta de fondo a la solicitud de la actora.
En ese orden de ideas, la Colegiatura acompañará la providencia adoptada por el a quo, por encontrarla ajustada a derecho.
6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� En sentencia T-178/00 la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición.”


� Sentencia T-615/98 (la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado).”
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